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Participación social, movimiento, 
social y modelo político en Ecuador 
de las última décadas 
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Julio Echeverría 

La emergencia de movimientos sociales que incidan en 
la política de manera cada vez más acentuada es un rasgo que 
madura en el Ecuador a partir de los años 90 con la irrupción del 
movimiento indígena, pero también de otros movimientos so­ 
ciales de importancia como el movimiento de mujeres o el mo­ 
vimiento ecologista. ¿Qué incidencia han tenido estos movi­ 
mientos en el sistema político institucional? ¿Su presencia deter­ 
minante en la escena política ha conducido a la modificación del 
modelo político de intermediación entre el Estado y la sociedad, 
al punto de plantear la posibilidad de una sustitución de las ins­ 
tituciones de la democracia representativa por otras de democra­ 
cia directa participativa? 

¿Estos cambios revelan procesos de maduración de la 
sociedad en sus capacidades de autorreferencia y de autogobier­ 
no, o pueden significar formas o mecanismos de instrumentali­ 
zación hacia lógicas de concentración y acumulación de poder 
político? 
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La respuesta en una u otra dirección está vinculada a la 
calidad de la participación ciudadana y por tanto esta necesaria­ 
mente condicionada por dimensiones institucionales que la fa­ 
vorezcan y la promuevan o la obstaculicen y la recorten en sus 
reales posibilidades de impacto. 

Veamos cual es la situación de la participación social en 
relación a los contextos históricos e institucionales de las últimas 
décadas. 

Breve aproximación histórica 

En la historia del Ecuador republicano las formas de 
participación social están concebidas y contenidas por el mode­ 
lo de Estado liberal; desde el siglo XIX hasta finales del siglo XX 
la estructura del Estado presenta los rasgos institucionales de una 
república liberal; división de poderes, alternabilidad electoral en 
el acceso al poder, vigencia de los derechos fundamentales, si 
bien interrumpidos recurrentemente por periodos de inestabili­ 
dad política y de ejercicio dictatorial. 

Una forma política de tipo liberal, pero inserta en una 
estructura económica de carácter oligárquico con fuertes asime­ 
trías en la integración del mercado capitalista. La llamada revo­ 
lución liberal, sus procesos de movilización y de participación 
colectiva de masas presentó estas características: fuerte impacto 
simbólico al instaurar el laicismo y reconocer al Estado como Es­ 
tado de derecho, pero al mismo tiempo deficitaria en cuanto a 
transformar las estructuras económicas en dirección a la forma­ 
ción de un mercado capitalista con posibilidades de expansión. 
Esta característica condujo a definir al liberalismo ecuatoriano 
como cobertura ideológica de un Estado o república oligárquica. 

Si bien el liberalismo promueve el ingreso de las masas 
populares a la escena política mediante las estructuras de repre­ 
sentación y la formal declaración de derechos que adornan a to­ 
das las constituciones del periodo republicano, el ingreso de las 
masas a la política será siempre disruptivo, porque la estructura 
económica de dominación no se había transformado consecuen­ 
temente, y en ella pervivían mecanismos y formas de explotación 
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económica de corte premoderno y precapitalistas. Una estructu­ 
ra política de corte moderno ( el liberalismo), sobre una base ma­ 
terial con rasgos premodernos de exclusión y de explotación ge­ 
neralizada. 

Esta contradicción entre política y economía será recu­ 
rrente en el caso ecuatoriano, una economía de tipo primario ex­ 
portadora con formas arcaicas de explotación económica, en 
una estructura institucional de corte liberal y con una presencia 
cada vez más amplia y extendida de las masas populares en la es­ 
cena política. Una revolución política, la del liberalismo, que si 
bien aparece como estructura de emancipación frente a la reli­ 
gión y al conservadurismo de la derecha, es incompleta, porque 
está ausente una revolución industrial que ponga las bases de una 
estructura de mercado, sobre la cual puedan interiorizarse los de­ 
rechos ciudadanos como espacio para la emergencia de una opi­ 
nión pública, base y sustento de la representación política que 
construye el campo decisional. 

El ingreso de las masas a la política en este contexto es­ 
tructural e institucional define lo que conocemos como populis­ 
mo ecuatoriano; la figura paradigmática de este fenómeno la 
constituye Velasco !barra; el populismo de Velasco Ibarra encar­ 
na la promesa de redención de las masas frente a estas estructu­ 
ras; una promesa de redención sistemáticamente coartada y esca­ 
moteada que terminaba en salidas dictatoriales que restaban vi­ 
gencia efectiva a las estructuras políticas del estado liberal. 

UNA PRIMERA CONCLUSION: el liberalismo en el 
Ecuador presenta la imagen de una modernización trunca, cuya 
no consolidación convoca al populismo como forma reactiva de 
participación política; su resultado: la instauración de un desa­ 
rrollo político inestable de erosión sistemática de las formas mo­ 
dernas de representación y de vigencia del sistema político de­ 
mocrático. La participación social presenta una caracterización 
de escasa estructuración, su lógica es de carácter disruptivo y 
aclamativa; requiere de liderazgos carismáticos que la convo­ 
quen, lo cual sanciona su escasa maduración y autonomía frente 
a las lógicas de poder e institucionalización. 
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Los Años 80 

El Ecuador ingresa en un proceso de redefinición insti­ 
tucional que responde a los impulsos de internacionalización y 
globalización de la economía. Los procesos de globalización ten­ 
drán su contrapartida en la implementación de políticas de ajus­ 
te estructural a las cuales se corresponde un modelo instrumental 
de participación. La participación fue vista como instrumento de 
la gestión pública y apuntaba a incorporar en los procesos de ges- 

.. tión a los beneficiarios directos de los servicios públicos; un con­ 
cepto de participación que concibe a la intermediación entre Es­ 
tado y sociedad como una tarea exclusivamente técnica evitando 
cualquier intromisión política. 

En esta concepción la representación política deja de 
ser el espacio privilegiado de intermediación entre Estado y so­ 
ciedad, en su lugar emergen procesos participativos que compi­ 
ten y sustituyen a la intermediación político-representativa. 

AÑOS 90 

En los años 90, se produce la emergencia de movimien­ 
tos sociales con demandas de inclusión de corte político y cultu­ 
ral que terminan por impugnar las estructuras del sistema polí­ 
tico bajo una línea política refundacional; se aprecia la traslación 
desde el concepto instrumental o tecnocrático de participación, 
que caracterizó al modelo del ajuste estructural, hacia un con­ 
cepto político que bordea los parámetros de un tipo de democra­ 
cia directa, en la cual serían los mismos actores sociales los que 
definan los procesos decisionales. 

La participación ya no aparece solamente como expe­ 
diente instrumental de las políticas de ajuste, sino como espacio 
de maduración de una democracia directa o participativa que 
busca incidir o condicionar los mismos procesos de gobierno y 
de gestión política. En los años 90 emerge el protagonismo de 
importantes actores sociales como el movimiento indígena, el 
movimiento de mujeres y el movimiento ecologista. 
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Sin embargo, la evasión de las lógicas representativas 
tiende a fortalecer tres tendencias o líneas participativas: 

• La primera que favorece procesos corporativos de interme­ 
diación y en muchos casos se vuelve espacio para la reproduc­ 
ción de intereses clientelares; 

• La segunda, mucho más politizada, apunta a instaurar un 
modelo de democracia directa, que aparece como alternativa 
a la 'tradicional' democracia representativa; 

• La tercera, apunta a fortalecer procesos de empodcramiento o 
de autoreferencia social, de fuerte impacto en la modificación 
de los valores políticos. 
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Características del modelo del ajuste estructural. 

Implementación de la politica de subsidiariedad, ca­ 
racterizada por impulsar procesos de descentralización y deseen­ 
centración en la gestión de lo público. 
• coherente con la línea del ajuste estructural apuntó a com­ 

pensar la reducción de la intervención del Estado, 
por otro lado, excluyó a la sociedad política de la lógica del 
desarrollo 
generó autoreferencialidad social, o empoderamiento de los 
actores. 

La racionalización técnica promovió la generalización 
de mecanismos de control y veeduría a la gestión de gobierno 
con la intención de condicionar el proceso decisional. 

Sus consecuencias políticas: 

l. La línea de la impugnación al modelo neolibera\ del ajus­ 
te estructural, pero también la misma lógica que este acti­ 
va, de desconcentración, descentralización y subsidiarie­ 
dad, crea las condiciones para la emergencia de movi­ 
mientos y actores sociales con capacidad de incidir en los 
procesos decisionales y en la redefinición institucional del 
sistema político. 
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2. Los actores sociales finalmente cuentan, pueden o condi­ 
cionar la acción de gobierno o comprometerse con lógicas 
de corresponsabilidad en los procesos de gestión apuntan­ 
do hacia líneas de autogobierne. 

3. Junto a la participación entendida en términos tecnocráti­ 
cos, tiende a generalizarse una concepción de participa­ 
ción comprometida con la realización de los derechos, los 
cuales tienden a potenciarse y ampliarse respecto de su 
tradicional concepción liberal. 

4. La "política de los derechos" aparece como maduración de 
las lógicas participativas autoreferenciales que emergieron 
en paralelo a los procesos de gestión y a sus mecanismos 
de subsidiariedad, de descentralización y desconcentra­ 
ción en la gestión de lo público. 

Elementos problemáticos: Si bien, emergen rasgos de 
innovación como son los referidos a la racionalización de la ges­ 
tión del poder, (política descendente impulsada por la lógica del 
ajuste estructural), a la emergencia de una sociedad de derechos 
con fuerte capacidad de intervenir en el condicionamiento de la 
política pública (política ascendente impulsada por el protago­ 
nismo del movimiento social), también emergen o se fortalecen, 
con la crisis de la representación, fenómenos corporativos y 
clientelares de instrumentalización de la participación. 

Las nuevas formas de participación social plantean la 
conformación de líneas descendentes y ascendentes en la cons­ 
trucción del poder político. 

Una visón descendente que se expresa en la política de 
la subsidiariedad como delegación, desconcentración o descen­ 
tralización del poder, la cual activa la participación social como 
influencia ascendente en el condicionamiento de la política pú­ 
blica: líneas de intervención que fomentan la transparencia, la ju­ 
ridicidad de los actos de gobierno, la consecución de los derechos 
de los actores, antes entendidos reductivamente como usuarios o 
clientes de las políticas públicas. 
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El modelo de participación presente en la Constitución 
de Montecristi 

Los años 90 se caracterizaron por expresar las condi­ 
ciones de desarreglo institucional derivadas de la crisis del siste­ 
ma político y de su imposibilidad por construir un modelo que 
pueda enfrentar los procesos de globalización en los cuales las 
políticas de ajuste estructural aparecían como piezas centrales de 
la estrategia. La crisis de gobernabilidad del proceso de transfor­ 
mación institucional, se transformará en crisis de legitimidad de 
todo el sistema político. Su resultado se puede resumir en cuatro 
rasgos fundamentales: 

• la emergencia de movimientos sociales en un contexto de cre­ 
ciente deslegitimación de la representación política; 

• la antipolítica como desconocimiento de la representación 
política y como presupuesto de accesos clientelares y directos 
hacia el Estado; 
la emergencia de fenómenos de autoreferencia social que ac­ 
tivan la lógica de los derechos ciudadanos en una línea de au­ 
togestión y autogobierno; 

• fenómenos que conviven a su vez, con líneas refundacionales 
de contenido etnocultural. 

En la década del 2000, la reforma política aparece como 
demanda que posibilite canalizar y dar contenido institucional a 
este conjunto diferenciado de construcciones semántico discur­ 
sivas; una complejidad social que demandaba nuevas líneas de 
radicales reformas institucionales. 

A la mitad de la década triunfa una postura política 
que asume como tarea central la redefinición institucional del 
sistema político; en esta redefinición la ubicación de las lógicas 
participativas aparece central, al punto de postular la generación 
de un modelo sustitutivo de aquel propio de la democracia re­ 
presentativa que venía caracterizando a los desarrollos constitu­ 
cionales en el país, ¿En qué medida esta nueva carta política per­ 
mite dar cabida institucional a la diversidad de sentidos y de ló­ 
gicas participativas que emergieron en el transcurso de las déca­ 
das de los años 80 y 90? ¿En qué dirección esta carta política res- 
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ponde a estas nuevas condiciones de complejidad que caracteri­ 
zan a la democracia ecuatoriana? 

En otra sede hemos caracterizado las modalidades que 
caracterizaron al proceso constituyente que derivó hacia la con­ 
formación de la Constitución de Montecristi93; quisiera ahora re­ 
saltar elementos que podrían contribuir a responder a los inte­ 
rrogantes planteados: 

Desde el punto de vista del diseño institucional la 
Constitución de Montecristi modifica la estructura de la división 
de poderes propia del diseño institucional liberal; la traslación 
desde el concepto de 'Estado de derecho' al de 'Estado Constitu­ 
cional de Derechos', rompe con el principio de la división y auto­ 
nomía de los poderes del Estado; de igual forma, desplaza el 
principio de sujeción a la ley de todo acto legislativo, de adminis­ 
tración de la justicia ordinaria y de ejecución de la política públi­ 
ca y lo sustituye por el principio de interpretación discrecional de 
los jueces constitucionales. 

Traslada el eje de la construcción decisional desde una 
visión de impronta liberal en la cual el poder se lo concibe como 
'dividido' y balanceado en una lógica de pesos y contrapesos; a 
otra, en la cual , es el poder ejecutivo el que concentra toda la ca­ 
pacidad decisional, reduce a la representación a una expresión li­ 
mitada a tareas acotadas por el mismo cuerpo constitucional, el 
cual aparece como un programa político que requiere de una 
operación de legislación secundaria donde la macro-política es­ 
tá virtualmente excluida; despolitiza a aquella instancia que en la 
estructura del estado liberal es el eje fundamental de la construc­ 
ción decisional, el parlamento; sobrepone a este diseño una nue­ 
va institucionalidad, la Corte Constitucional encargada del con­ 
trol constitucional de todos los actos del poder. 

El objetivo de esta modificación institucional operada 
por la Constitución de Montecristi, al sustituir el mecanismo de 
control político desde la lógica del poder dividido y contrabalan­ 
ceado a la del control constitucional; aparece como expediente 
que apunta a concentrar la capacidad decisional y de interven­ 
ción del Estado y a redefinir en esta dirección las instituciones 
que regulan y promueven la participación social. 
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Características del modelo presente en la Constitución 
de Montecristi 

El diseño institucional de Montecristi presenta una 
fuerte vinculación entre participación social y garantía de dere­ 
chos; en esta dirección, la Constitución de Montecristi desarrolla 
y amplía la gama de derechos que ya estaban presentes en la 
Constitución de 1998. En la misma línea desarrolla importantes 
mecanismos de exigibilidad y de garantías que no estaban sufi­ 
cientemente precisados en esa formulación constitucional. 

En esta concepción, el Estado aparece como garante y 
responsable de la realización de derechos; al hacerlo, modifica el 
sentido que la Constitución tiene frente al proceso político: ésta 
(la Constitución), abandona su función de estructura de protec­ 
ción de la sociedad frente al poder político, y pasa a convertirse en 
instrumento del poder político para la realización de los derechos. 

Homologación de derechos: los derechos fundamentales 
se homologan a los derechos sociales y económicos. La realización 
de los derechos sociales y económicos pueden en determinados 
momentos tener más importancia o primacía que la realización de 
los derechos fundamentales que son los derechos de libertad. 

El diseño institucional: Esta definición constitucional 
apunta en dirección a lograr que los actores sociales tengan más 
posibilidades de reclamar derechos y exigir su cumplimiento, pe­ 
ro la misma caracterización del Estado conduce a que quien los 
otorga y los realiza sea en lo fundamental el Estado. 

• Si antes la sociedad había avanzado en términos de reclamar 
y exigir mecanismos de gestión compartida con el Estado, 
ahora la sociedad reduce su capacidad de intervención a la ex­ 
elusiva vigilancia y exigencia de cumplimiento de esos dere­ 
chos. Solamente el Estado puede atenderlos mediante su lógi­ 
ca de intervención. 

• Los mecanismos institucionales de ca-participación y ca-ges­ 
tión que la sociedad había venido ensayando durante las últi­ 
mas dos décadas y que caminaban en dirección al perfeccio­ 
namiento de mecanismos de autogobierno, son virtualmente 
eliminados bajo una concepción de re-centralización y de 
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monopolio de la capacidad decisoria en el Estado y más espe­ 
cíficamente en el poder ejecutivo. 

En este contexto ¿cuál es el papel de participación social? 

Ya en la efectiva aplicación de este nuevo modelo se 
aprecia el intento por definir un espacio y un rol para la partici­ 
pación social; sin embargo sus definiciones parecerían no estar 
suficientemente claras: 

Podríamos caracterizarlo como el paso o transición des­ 
de una lógica de progresivo comprometimiento y responsabiliza­ 
ción de la sociedad civil y en ella de las organizaciones sociales, en 
lógicas de gestión y de gobierno; (incluso mediante la definición 
de nuevas formas organizacionales), hacia una dimensión fuerte- • 
mente recortada de incidencia en procesos de gestión de políticas 
ya previamente definidas por el sector estatal. 

Esta transformación o cambio institucional parecería 
animar las intenciones de regulación que han aparecido impul­ 
sadas desde las instituciones estatales y que en parte instrumen­ 
tan el mandato constitucional aprobado en Montecristi. 

La Constitución de Montecristi aparece innovadora 
frente a las tradicionales instituciones del Estado liberal, en parti­ 
cular frente a la lógica del poder dividido; es probable que esa ló­ 
gica haya sido la responsable del bloqueo decisional que terminó 
por desatar las crisis de gobernabilidad que luego derivó hacia la 
crisis de legitimidad del conjunto institucional. Sin embargo, la in­ 
novación en esta materia se realiza al costo de anular la estructu­ 
ra de emancipación de la sociedad moderna aportada por el libe­ 
ralismo, la cual no se reduce a la exclusiva defensa de los derechos 
ciudadanos frente al poder político. La estructura de los derechos, 
y en ella los derechos de libertad, aparece como presupuesto de 
una dimensión dialógica y deliberativa sobre la cual se construye 
la democracia como sistema político, dimensión que se realiza res­ 
petando las reglas del diálogo en el cual participan actores con 
iguales posibilidades de argumentación y de construcción de sen­ 
tido: en las sociedades modernas, las instituciones políticas se di- 

_señan sobre la salvaguardia de estos niveles de autonomía. 
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La Constitución de Montecristi trabajó sobre la impo­ 
sibilidad de la reforma de la estructura decisional en dirección a 
una mejor integración funcional en las instituciones de coman­ 
do político (representación y gestión , parlamento y gobierno) y 
optó por trasladar la construcción decisional y el control a un 
ejecutivo concentrador y monopolizador de poder y a una nue­ 
va Función de Participación y control, así como a una Corte 
Constitucional, cuya autonomía, en ambos casos, se ve compro­ 
metida por esta misma lógica de concentración de poder. La su­ 
jeción de la participación y del control constitucional a esta ló­ 
gica podría derivar peligrosamente hacia formas de control total 
de la sociedad por parte del Estado. 

¿Es posible aún replantear el sentido de la construcción 
institucional al relacionar más adecuadamente la legítima de­ 
manda de socialización y de equidad distributiva que proclama 
la Constitución de Montecristi, con la recuperación y defensa de 
las estructuras de emancipación que proclama el liberalismo? 

Creo que es posible hacerlo a condición de conducir las 
líneas participativas en algunas direcciones: 

En primer lugar, aparece necesario, reconstruir el espa­ 
cio de lo social frente al Estado, fomentando la organización so­ 
cial y la capacidad de autogestión de las comunidades y de las or­ 
ganizaciones sociales para resolver sus problemas. Ello implica, 
impugnar al Estado frente a las políticas de centralización y con­ 
centración estatista de la acción pública. 

Esta línea de política participativa, tiene que ver con la 
necesidad de que tanto movimientos como actores sociales pue­ 
dan constituirse frente a la sociedad como catalizadores de las 
demandas, y como instancias legítimas de autogobierne en espe­ 
cial en ámbitos y espacios en los cuales su presencia ha demos­ 
trado mayor eficacia y eficiencia que la desempeñada por la or­ 
ganización gubernamental y estatal. 

Ello implica desarrollar posturas críticas frente a los 
planes de desarrollo planteados, y vigilantes frente a los avances 
generados. Alertar y fortalecer las posturas de vigilancia, control 
y rendición de cuentas de la gestión gubernamental y estatal. Una 
tarea que supone la generación de capacidades en la sociedad pa- 
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ra fortalecerse como interlocutores legítimos del Estado y de las 
instancias gubernamentales. 

Finalmente, considero importante acumular argumen­ 
tos y consensos entorno a la necesidad de introducir reformas 
constitucionales, que debiliten o reduzcan las tendencias a la 
concentración de poder y a su articulación como forma totalita­ 
ria de cooptación de la sociedad a los requerimientos de acumu­ 
lación de poder del Estado y de la función ejecutiva; ello signifi­ 
ca fortalecer la capacidad regulatoria del estado, pero no al pre­ 
cio de debilitar las posibilidades de autogobierno y de madura­ 
ción de la sociedad y de los actores en sus propios de procesos de 
gestión y de gobierno; en otras palabras, caminar hacia el diseño 
de un sistema político que potencie la co-responsabilidad de la 
sociedad en los procesos decisionales; aspecto que actualmente se 
encuentra seriamente comprometido por la deriva hiper-presi­ 
dencialista que caracteriza al actual diseño constitucional. 
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